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Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación de riesgo de algún menor, solicitando 
la intervención del Defensor para solventar el problema. A tales efectos, por carecer esta institución de 
competencias y medios para realizar dichas actuaciones de forma directa, nuestra intervención se centra 
en derivar de forma urgente el caso a las Administraciones públicas competentes para ello, efectuando un 
seguimiento de las actuaciones que al respecto hubieran podido realizar. 

Muchas de las denuncias que recibimos nos llegan procedentes de personas que tienen conocimiento de la 
situación de riesgo de algún menor por su relación de vecindad. Generalmente las personas denunciantes 
no nos proporcionen sus datos personales o nos solicitan expresamente que estos no sean revelados, todo 
ello por miedo a represalias por parte de la familia u otras personas del entorno. 

En estos supuestos, y a pesar de la fragilidad inherente a un testimonio proporcionado de forma anónima, 
ante la posibilidad de que pudiéramos pasar por alto una posible situación de riesgo, damos traslado de 
los hechos a la Administración más cercana a la familia -servicios sociales comunitarios- a fin de que, con 
la debidas cautelas, y procurando evitar intromisiones no necesarias en la intimidad familiar, se realicen las 
comprobaciones que fueran precisas y, en su caso, se activen los mecanismos previstos para la protección 
de los derechos e interés superior de los menores.

Los hechos denunciados suelen ser comunes y derivan de indicios visibles de atención inadecuada a 
algún menor, por el aspecto de su ropa, falta de higiene, por permanecer en la calle en horas inadecuadas. 
También son testigos directos de cómo los padres tienen un comportamiento despectivo respecto de los 
hijos -maltrato psicológico-, con gritos e insultos, a veces incluso con maltrato físico. Igualmente son 
lugares comunes en muchas de estas denuncias la situación generada por los problemas de drogadicción 
de los padres o la especial situación de riesgo que conlleva el ejercicio de la prostitución.

Sin dejar de lado que en algunos casos gracias a estas denuncias se tiene conocimiento por primera 
vez de la situación de riesgo de algún menor, y que gracias a ello la Administración puede intervenir 
en congruencia con la entidad de los indicios detectados, lo cierto es que tras nuestra intervención en 
la gran mayoría de las ocasiones hemos podido constatar que la situación de riesgo denunciada ya era 
conocida por los servicios sociales municipales, existiendo antecedentes de intervenciones con la familia, 
con altibajos de mayor o menor éxito, pero sin que el diagnóstico del problema, que es frecuente que esté 
cronificado, aconseje intervenciones que no pudieran ser ejecutadas en el mismo entorno social en que 
se desenvuelve la familia, sin separar a los menores de sus progenitores. (queja 18/6116, queja 19/3015, 
queja 19/5534, queja 19/6147).

Pero también es frecuente que las denuncias de riesgo provengan de la familia extensa. En este ámbito 
adquieren protagonismo las quejas remitidas por abuelos, sean estos por línea paterna o materna, que en 
abierta discrepancia con los padres sobre la atención que dispensan a sus nietos, se dirigen al Defensor 
para que intervengamos en su protección. 

Tras dar traslado de estas quejas a los servicios sociales municipales, en el informe que recibimos suele 
resaltarse un trasfondo de fuerte conflictividad familiar, con enfrentamiento entre los padres y su familia 
extensa, o entre la familias extensas paterna y materna, lo cual a su vez influye en la estabilidad familiar 
y en el cuidado que se proporciona a los menores. Dicha conflictividad familiar dificulta en mucho la 
intervención de los servicios sociales y condiciona la efectividad de las posibles ayudas para solventar las 
carencias y problemas detectados.(queja 18/4126, queja 18/7251, queja 19/0379, queja 19/1314). 

…

1.7.2.2. Supervisión de las actuaciones de los Servicios 
Sociales Comunitarios

Nuestra intervención en las quejas o denuncias relativas 
a situaciones de riesgo se centran en verificar el correcto 
funcionamiento de los instrumentos de detección e intervención 
social. Asimismo que esta intervención resulta congruente con 
las competencias asignadas a la corporación local y que es 
razonablemente eficaz. 

“Velamos por el 
funcionamiento de los 
instrumentos para la 
detección de situaciones 
de riesgo de menores”
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Queremos centrar nuestra atención en otro de los aspectos que guarda relación con la prevención: 
que la Administración se anticipe a problemas futuros dando respuesta a unos indicadores de riesgo 
que de no ser atendidos a tiempo pueden dar lugar a situaciones de riesgo grave, de difícil solución.

Sobre este particular debemos recordar la necesidad de actualizar la normativa autonómica para 
clarificar el procedimiento que deben seguir por las Corporaciones Locales de Andalucía ante las 
denominadas «declaraciones de riesgo». Se trata de dar respuesta a las previsiones de la Ley 26/2015, 
de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia. 

Hasta el momento en nuestra Comunidad Autónoma el procedimiento para la declaración de 
desamparo de un menor se encuentra regulado en el Decreto 42/2002, de 12 de febrero, del régimen 
de desamparo, tutela y guarda administrativa y las consecuentes medidas al respecto. Sin embargo, 
dicha norma no contempla referencia alguna al procedimiento y actuaciones consecuentes a una 
previa «declaración de riesgo», que se habría de realizar en el ámbito de los servicios sociales del 
municipio, tratándose esta de una de las novedades introducidas por la Ley 26/2015 a la que antes 
hemos hecho alusión. (queja 19/0461, queja 19/5322, queja 19/5561, queja 19/5734).

De tenor diferente son las quejas relativas a la insuficiencia de las prestaciones de que disponen las 
Administraciones Públicas para paliar el contexto que propicia la situación de riesgo: Prestaciones para 
atenuar la carencia de vivienda adecuada; escasez de ayudas económicas para solventar problemas 
puntuales o ayudar a salir de una crisis en la economía familiar (queja 19/4611; queja 19/6293). 

Como contrapunto, también se han de destacar las quejas que inciden en un exceso de celo de 
los profesionales de los servicios sociales comunitarios por efectuar un seguimiento detallado y 
exhaustivo de la evolución familiar y afectar a la privacidad de la vida en familia (queja 19/0982 y 
queja 19/1088). 

1.7.7. Actuaciones de oficio, Colaboración de las Administraciones y Resoluciones 
no aceptadas

1.7.7.1. Actuaciones de oficio
– Queja 19/0008, dirigida a la Delegación de Servicios Sociales del Ayuntamiento de Córdoba, relativa a 

la denuncia que hace una persona de que su vecina maltrata psicológicamente, y a veces físicamente, al 
hijo de dos años y medio de edad.

– Queja 19/2198, dirigida al Ayuntamiento de Alcalá del Río, relativa a una denuncia anónima sobre la 
situación de riesgo de dos hermanos residentes en San Ignacio del Viar.

– Queja 19/2280, dirigida al Área de Bienestar Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla, relativa a 
una familia que se dedica a la venta de drogas en el domicilio en el que vive un bebé.

– Queja 19/2710, dirigida al Ayuntamiento de Mengíbar (Jaén), relativa a la situación de riesgo de 2 
hermanos, como consecuencia de las discusiones y peleas entre los progenitores.

– Queja 19/3305, dirigida al Ayuntamiento de Almería, relativa a unos menores en riesgo por residir en 
vivienda con peligro de derrumbe, en condiciones higiénicas deplorables y por ser utilizados para ejercer 
la mendicidad.

– Queja 19/3711, dirigida al Ayuntamiento de Torremolinos (Málaga), relativa a la exclusión que sufrió un 
niño autista, del campamento de verano de Torremolinos por sus dificultades de comunicación.

– Queja 19/4632, dirigida al Área de Bienestar Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla, relativa a la 
situación de riesgo que sufre un niño de cuatro años, residente en una barriada de Sevilla.

– Queja 19/4633, dirigida al Ayuntamiento de Vejer de la Frontera, relativa a la posible situación de 
riesgo de un menor de ocho años.

– Queja 19/5534, dirigida al Ayuntamiento de Osuna, relativa a una denuncia anónima sobre menores en 
riesgo como consecuencia de los problemas con el alcohol y las drogas de sus progenitores.

– Queja 19/5867, dirigida a los Servicios Sociales del Ayuntamiento de Linares, relativa a la denuncia 
anónima que se recibe en esta Institución, sobre la situación de riesgo de una menor de 12 años.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-la-denuncia-por-la-expulsion-de-un-nino-autista-de-un-campamento-de-verano

